En la ciudad de Mar del Plata, a los 13 días del mes de julio del año dos mil diez, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa C-1841-DO1 “DENOT LILIANA ELSA c. CONCEJO DELIBERANTE DE CHASCOMUS s. MEDIDA CAUTELAR AUTÓNOMA O ANTICIPADA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Departamento Judicial de Dolores dictó pronunciamiento desestimando el pedido de levantamiento de la medida cautelar dispuesta con fecha 10-11-2009, efectuado por el Sr. Presidente del Honorable Concejo Deliberante del Partido de Chascomús [v. fs. 549/557].

II. Declarada por esta Cámara la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por el accionado a fs. 576/582 –replicado por la actora a fs. 589/596- [cfr. res. de fs. 599/600], y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Corresponde declarar abstracto el tratamiento del recurso de apelación interpuesto?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. A fs. 549/557 el a quo dictó resolución desestimando el pedido de levantamiento de la medida cautelar dispuesta con fecha 10-11-2009, efectuado por el Sr. Presidente del Honorable Concejo Deliberante del Partido de Chascomús.

Luego de efectuar una reseña de las razones postuladas por el Sr. Presidente del Honorable Concejo Deliberante de Chascomús para fundar el pedido de levantamiento de la medida cautelar, postuló como desacertadas las aseveraciones vertidas en la pieza examinada en cuanto a que el litigio en juzgamiento era sólo un conflicto político entre dos órganos comunales ajeno al control de la jurisdicción y que no resultaba de aplicación en el ámbito del procedimiento administrativo la doctrina jurisprudencial de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada al principio del debido proceso.

Con sustento en citas jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos Humanos sostuvo que el principio del debido proceso debe insoslayablemente aplicarse a todo el universo de personas que habite en los países que han ratificado la Convención Americana sobre Derechos Humanos, independientemente de su raza, sexo, edad, ideología, e incluso del cargo o función que deben cumplir dentro de una sociedad democrática.

De aceptarse la postura argüida por la parte demandada –remarcó- se llegaría a la descabellada conclusión de que la garantía establecida en el art. 8 de la C.A.D.H. no le sería aplicable ni a la Sra. Denot -por el simple hecho de estar ejerciendo el cargo de Intendente-, ni al Concejo Deliberante que la investiga. 

Remarcó que la actuación de la accionante en el procedimiento administrativo no lo había sido en representación o como órgano de la persona jurídica pública Municipalidad de Chascomús (art. 33 párrafo primero, inc. 1° del C.C.), sino que lo fue a título personal y para defenderse de las imputaciones practicadas en su contra. 

Precisadas tales cuestiones, se adentró al examen tanto de las probanzas aportadas por el accionado [libro de actas de la Comisión Investigadora 2009] como de las dispuestas como medida para mejor proveer [declaraciones testimoniales de los Sres. Macchi, Bilbao, Brucetta, Astudillo y Pécora], concluyendo que no existían razones para modificar la medida oportunamente dispuesta.

Aseveró que tanto el informe final efectuado por la Comisión Investigadora creada por el Decreto N° 129/09 como el proyecto de Resolución N° 1904/09 mediante el cual se perseguía suspender a la Sra. Denot en el cargo de Intendente de la Municipalidad de Chascomús, se sustentaban en declaraciones testimoniales que no sólo se encontraban viciadas en cuanto a su producción, sino que no se hallaban incorporadas al expediente administrativo. 

Por tal motivo, consideró a las declaraciones testimoniales que sustentaban el proyecto de Resolución N° 1904/09 como “inexistentes” y carentes de eficacia para ser utilizadas como prueba de cargo alguno respecto de la accionante.

Concluyendo su análisis, resaltó que la medida cautelar dispuesta con fecha 10-11-2009 impedía únicamente al Honorable Concejo Deliberante de Chascomús tratar el proyecto de Resolución N° 1904/09, pudiendo inclusive debatir la actuación de la Sra. Denot en tanto no se utilizaran las declaraciones testimoniales.

Por último, atendiendo a las declaraciones periodísticas realizadas por el Concejal Javier Gastón, consideró subsanado el restante defecto que portaba el proyecto de Resolución N° 1904/09 vinculado a la involuntaria modificación de su texto. 

2. En el escrito recursivo el accionado se agravia del pronunciamiento de grado y solicita se lo revoque en todos sus términos.

Indica que el magistrado de la instancia ha practicado una defectuosa apreciación de las constancias probatorias existentes en la causa. Resulta un desatino –en su opinión- calificar como inexistentes a los testimonios relevados en el marco del procedimiento administrativo, desde que se hallaban insertas en el libro de actas del Concejo Deliberante que forma parte integrante de las actuaciones administrativas.

Agrega que el informe de la Comisión Investigadora encuentra sustento en una pluralidad de medidas probatorias de cuyo examen no puede sino colegirse la defectuosa y parcial visión del a quo para descalificar el Proyecto de Resolución N° 1904/09.
Considera erróneo el encuadramiento procesal de la cuestión desde que, con abstracción del nomen iuris que se le imprimiera, la medida dispuesta tiene naturaleza de “autosatisfactiva”, cauce procedimental impropio para brindar respuesta a pedimentos como el efectuado por la accionante. Ello así, en tanto la tutela cautelar peticionada no resultaba ser accesoria de proceso principal alguno. 
Por último, agrega que en la oportunidad de celebrar la sesión especial del día 07-12-2009 el Honorable Concejo Deliberante de Chascomús efectivizó el tratamiento del pedido de suspensión de la accionante, aunque en esa oportunidad mediante el debate de un nuevo Proyecto de Resolución, optando el Departamento Deliberativo por su rechazo.

Luego de remarcar que tal circunstancia podría importar que la cuestión en examen hubiera caído en abstracto, solicita se brinde tratamiento al recurso de apelación desde que, “aún sabiendo lo tardío” que resultaría la resolución de la Alzada, debe quedar en claro lo impropio que ha resultado tanto lo resuelto por el magistrado de grado [al interferir en el proceso de formación de voluntad del órgano deliberativo] como la metodología “no democrática” utilizada por la actora para escabullirse de un eventual “juicio político”.

De lo contrario, se estaría admitiendo la posibilidad de la jurisdicción de interferir en la formación de la voluntad del H. Concejo Deliberante, cuando en realidad, la magistratura recién debe intervenir para juzgar la legalidad de lo que decidan las autoridades elegidas por el voto popular. 

3. Al contestar el traslado conferido, la accionante peticiona se confirme el pronunciamiento apelado.

Resalta que las irregularidades en las que incurriera la Comisión Investigadora creada por el Decreto N° 129/09 y el consecuente avasallamiento del derecho de defensa brindan sustento suficiente a la medida dispuesta por el magistrado de grado.

Agrega que el carácter urgente de la medida autosatisfactiva dispuesta por el a quo resultaba ser el único remedio eficaz para salvaguardar el estado de indefensión e inseguridad jurídico generado como consecuencia de la defectuosa actuación de la Comisión ad hoc, y que el pronunciamiento de grado no importó para el Concejo Deliberante imposibilidad alguna de continuar desarrollando normalmente sus actividades.

Tan es así –asevera-, que con posterioridad al dictado de la medida impugnada el Honorable Concejo Deliberante del Partido de Chascomús llevó a cabo una sesión especial para brindar tratamiento a un nuevo proyecto de Resolución –que con idéntica finalidad que su similar N° 1904/09 perseguía la suspensión de la Sra. Denot en el cargo de Intendente de la ciudad de Chascomús-, el que no fue aprobado como consecuencia de no haberese logrado la mayoría agravada fijada por el artículo 249 del Decreto Ley 6769/58.

Con ello –asevera- queda acreditado que no ha existido una impropia intromisión del órgano jurisdiccional desde que no se impidió el normal funcionamiento del órgano deliberativo municipal ni el tratamiento de la cuestión vinculada a la conducta de la titular del Departamento Ejecutivo. 

II. He de brindar respuesta afirmativa al interrogante planteado.

1.a. Conforme se desprende del escrito postulatorio glosado a fs. 442/448, la accionante solicitó, como medida cautelar autónoma, se ordenara al Honorable Concejo Deliberante suspender el tratamiento del Proyecto de Resolución N° 1904/04 -elaborado con sustento en el informe practicado por la Comisión Investigadora creada por Decreto N° 129/09- mediante el cual se pretendía someter a votación del órgano un pedido de sanción –suspensión en el ejercicio del cargo de Intendente Municipal por el término de noventa (90) días- respecto de la actora.

b. Mediante resolución del 10-11-2009 el a quo se declaró incompetente para conocer en el pleito por considerar la cuestión ventilada de competencia originaria y exclusiva del Supremo Tribunal local en los términos del artículo 196 de la Constitución provincial [v. fs. 451/453].

c. Con fecha 10-11-2009 el Cimero Tribunal provincial postuló que en el caso sub examine, ante la inexistencia de un acto de gravamen [sancionatorio de la conducta de los funcionarios electivos] no se hallaba configurado un conflicto de poderes determinante de su competencia originaria y, en consecuencia, dispuso la restitución de las actuaciones al magistrado de grado [v. fs. 456/458]. 

d. Resuelto el planteo de competencia, mediante Resolución de fecha 10-11-2009, el magistrado de grado dispuso –a título cautelar- ordenar al Honorable Concejo Deliberante de Chascomús suspender el tratamiento del Proyecto de Resolución N° 1904/04 -elaborado con sustento en el informe practicado por la Comisión Investigadora creada por Decreto N° 129/09- hasta tanto se subsanaren los defectos del procedimiento administrativo [v. fs. 459/464].

e. Con fecha 19-11-2009 se presenta el Presidente del Honorable Concejo Deliberante del Partido de Chascomús peticionando el levantamiento de la medida cautelar dispuesta [v. fs. 483/493], el que, previo traslado a la accionante [v. fs. 496/509], resultó desestimado mediante resolución de fecha 04-12-2009 [v. fs. 549/557].

f. Por último, con fecha 14-12-2009 la accionada se alza contra el mentado pronunciamiento de denegatoria del pedido de levantamiento de medida cautelar blandiendo, entre otras razones, que en la oportunidad de celebrar la sesión del día 07-12-2009 el Honorable Concejo Deliberante de Chascomús había efectivizado el tratamiento del proyecto de resolución direccionado a obtener la suspensión de la Sra. Intendente municipal, optando el Departamento Deliberativo por su rechazo, y que, aunque tal circunstancia importaba que la cuestión en examen había caído en abstracto, correspondía revocar lo resuelto por el magistrado de grado dado el impropio tratamiento otorgado al pedimento de la actora [v. fs. 576/582]. 

g. En idéntico sentido, la actora aduce en la oportunidad de contestar los agravios vertidos por la accionada que el día 07-12-2009 el Honorable Concejo Deliberante llevó a cabo una sesión especial para brindar tratamiento a un nuevo proyecto de Resolución –que con idéntica finalidad que su similar N° 1904/09 perseguía la suspensión de la Sra. Denot en el cargo de Intendente de la ciudad de Chascomús-, la que fracasó como consecuencia de no haberese logrado la mayoría agravada fijada por el artículo 249 del Decreto Ley 6769/58.

2. Frente a tales circunstancias, advierto que la resolución cautelar impugnada ha dejado de producir definitivamente sus efectos como consecuencia de haberese efectivizado en la sesión del día 07-12-2009 el tratamiento del proyecto de Resolución –idéntico en cuanto a su finalidad que su similar N° 1904/09- por el cual se perseguía la suspensión de la Sra. Denot en el cargo de Intendente de la ciudad de Chascomús.

De tal modo, impropio resultaría –al presente- emitir un pronunciamiento en el sentido que postula el recurso de apelación, por cuanto los agravios expresados por la apelante con el fin de dejar sin efecto lo resuelto por el juez de grado han perdido toda actualidad (argto. doct. esta Cámara causa A-1513-MP0 “Dasso”, sent. del 19-11-2009), puesto que –por vía de principio- no es función de la judicatura emitir opiniones abstractas (cfr. doct. causas Ac. 82.248, sent. de 23-IV-2003; Ac. 85.553, sent. de 31-III-2004, entre muchas otras), ya que los jueces no están habilitados para hacer declaraciones teóricas o generales, debiendo limitarse en la sentencia a resolver el “caso” que se ha sometido a su decisión, donde el interés de quien acciona debe subsistir al momento de dictarse la sentencia (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 61.703, sent. de 14-II-2000; esta Alzada en causas A-524-DO0 “Porretti”, sent. de 22-IV-2008; V-359-AZ1 “Tur”, sent. del 11-IX-2008; A-1314-MP0 “Norando”, sent. de 5-V-2009,  A-1775-MP0 “Asesoría de Incapaces N° 2” sent. del 26-III-2010; A-1766-MP0 “Prim S.R.L.”, sent. del 8-IV-2010). Y es ese interés el que juzgo desaparecido en la especie a tenor de lo acontecido en la sesión especial del 7-12-2009.
Con todo, y recordando que las sentencias deben atender siempre a las circunstancias existentes al momento de su dictado (cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 322:2953; 329:3644; doct. esta Cámara causa A-1873-DO0 “Barrios”, sent. de 27-V-2010), he de proponer al Acuerdo declarar abstracto el tratamiento del recurso de apelación impetrado a fs. 576/582 de estas actuaciones (arg. doct. esta Cámara causa A-1235-MP0 “Club Atlético Peñarol”, sent. de 8–I-2009; A-1882-MP0 “Cursi”, sent. de 1-VI-2010). 

3. Sin perjuicio de lo anterior, no me resulta inadvertido que recientemente la Corte Suprema de Justicia de la Nación, siguiendo la opinión de la Subprocuradora Fiscal, ha sentado ciertas excepciones a la teoría de las cuestiones abstractas a fin de que la judicatura pueda desarrollar su rol en los casos en que sea necesario dejar sentada una interpretación jurisdiccional esclarecedora sobre institutos regidos por la Constitución. Entre tales supuestos ha englobado a las cuestiones traidas ante sus estrados y que son “capable of repetition, but evading review” (siguiendo la terminología de la Suprema Corte de Justicia Americana) [cfr. C.S.J.N. in re A.1021-XLIII “A., M. B. y otro c. E. N. Ministerio de Planificación Dto. 118/06 (ST) s. Amparo ley 16.986”, sent. del 1-06-2010, por remisión al Dictamen de la Subprocuradora Fiscal].

Entiendo que por la especial trascendencia institucional que conllevan trámites jurisdiccionales como el que me toca examinar en esta oportunidad, habré de formular ciertas precisiones para remarcar el preocupante desapego en que incurriera el juez de grado al emitir el pronunciamiento de fecha 10-11-2009. 

a. Adviértase que mal pudo atribuírsele a la pretensión cautelar impetrada por la accionante el carácter de medida anticipada de las reguladas en el art. 23 inc. 1° del C.P.C.A., desde que tal tipología de tutela depende necesariamente de la interposición ulterior de una pretensión principal a la que se incorporan bajo la nota de accesoriedad (argto. arts. 22 y 23 del C.P.C.A.; doct. esta Cámara V-1088-MP2 “Norgreen S.A.”, sent. de 14-V-2009). 
Y en ese contexto de análisis, una detenida lectura de la demanda obrante a fs. 442/448 no permite inferir cual sería la pretensión principal –de las reguladas en el C.P.C.A.- a la que accedería la tutela cautelar reclamada, máxime cuando los efectos que irradia la medida peticionada justamente se direccionan a suspender el iter procedimental cuyo hito conclusivo hubiera sido el dictado del acto del Deliberativo Municipal que -a la postre- podría haber sido impugnado por la accionante en el marco de un conflicto de poderes reglado por el art. 196 de la Constitución Provincial. Es que, el escrutinio de las constancias de la causa permiten observar que la cuestión [tal como fue planteada] denotaba la existencia de un eventual o posible conflicto entre los Departamentos Ejecutivo y Deliberativo del Partido de Chascomús. De tal modo, de haberse indagado sobre cuál hubiera sido el proceso principal al que pudiera haber accedido un reclamo cautelar anticipado, no otra respuesta podría haberse brindado en cuanto a que hubiera sido aquel cuyo conocimiento en instancia originaria compete a la Suprema Corte de Justicia local (argto. doct. arts. 196 de la Constitución provincial; 261 y 263 bis ley 6769/58; S.C.B.A. causa B. 70.696 “Porretti”, res. de 23-XII-2009 –entre otras-).

b. No configurándose –entonces- un presupuesto de cautelar anticipada del C.P.C.A. y con independencia del nomen iuris que tanto la peticionante como el magistrado le asignaron a la medida suspensiva del procedimiento de elaboración de la voluntad del órgano deliberativo comunal, lo cierto es que fue proveída como si fuera una medida de naturaleza autosatisfactiva. 

Recuerdo que este tipo de tutela es concebida como una solución urgente, no cautelar y despachable in extremis, y cuya característica esencial es que su vigencia y mantenimiento no depende de la interposición coetánea o ulterior de una pretensión principal (cfr. doct. esta Cámara causa V-617-BB1 “Sociedad de Fomento Amigos de Pehuen–Co”, sent. de 16-X-2008), toda vez que su concesión constituye una suerte de pronunciamiento de mérito sobre cuestiones que no encontrarían, en principio, otro espacio para su debate (cfr. doct. C.S.J.N., Fallos 323:3075; 330:5251).

De ahí entonces que si tal resultó ser el sendero procesal que el a quo –por fuera de la identificación jurídica otorgada- le imprimió a la cuestión, el examen de los recaudos de procedencia debió extremarse, exigiendo ya no la concurrencia de los recaudos de verosimilitud en el derecho y peligro en la demora, sino la existencia de: (i) una fuerte probabilidad de que el derecho de la postulante fuera atendible –casi certeza- (cfr. doct. Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de Mar del Plata, Sala I in re “Bedoya”, sent. del 20-5-2003; “Pietropaolo”, sent. del 26-2-2004 -entre otros-; Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en San Martín in re “Karagozian”, sent. del 19-7-2007) y (ii) una situación de urgencia impostergable, caracterizada por la concurrencia de un peligro serio y concreto que comprometa intrínsecamente de modo palmario, notorio y ostensible la subsistencia del derecho pretendido; en otras palabras, la llamada “irreparabilidad del perjuicio” que se derivaría de canalizar el reclamo por las vías procesales existentes (cfr. doct. esta Cámara causa C-1625-BB1 “Castelli”, sent. de 12-II-2010). 

En ninguna parcela del pronunciamiento de fecha 10-11-2009 surge con claridad que el sentenciante de grado haya efectuado el análisis que para este tipo de medidas excepcionales, la jurisprudencia y precedentes de este Tribunal requieren. Por ello, el modo como ejerció la jurisdicción en el presente caso importó –en mi opinión- una intromisión indebida por prematura, en un procedimiento que, a todas luces, pudiera haber culminado –según fuera el acto emanado del Deliberativo Municipal- en la configuración de un conflicto de poderes, proceso constitucional especialísimo que escapa a los fueros del magistrado actuante. 

III. Aclarado lo anterior –con el exclusivo fin de evitar en el futuro intervenciones procesales inconvenientes-, propondré al Acuerdo responder al interrogante planteado por la afirmativa.
Los señores Jueces doctora Sardo y doctor Mora, por idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli votan la cuestión planteada también por la afirmativa.
De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar abstracto el tratamiento del recurso de apelación deducido por la accionada a fs. 576/582. Costas de esta alzada por su orden (art. 51 inciso 1° del C.P.C.A.). 

2. Diferir la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31 Dto. Ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y, fecho, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen por Secretaría.
